CONSEJERO DE DESARROLLO SOSTENIBLE

C/ Río Estenilla, s/n. 45071 

Toledo
              D/Dña. .............................., con DNI nº ............... mayor de edad y con domicilio a efectos de notificaciones en C/ ........................................, de la localidad de………………… (………………), código postal……………, actuando en su propio nombre y derecho, ante el titular de la Consejería de Desarrollo Sostenible, comparezco y como mejor proceda en Derecho, DIGO:
             Que ostentando la condición de interesado/a  de conformidad con lo establecido por el artículo 4 de la ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por el presente escrito y dentro del plazo legal de un mes establecido al efecto, a tenor de lo preceptuado por los artículos 112, 121 y 122 del citado texto legal, interpongo RECURSO ALZADA contra el acto del Tribunal Calificador emitido en fecha 20 de septiembre de 2019,  por el que se publica la relación de personas excluidas y las causas motivadoras de su exclusión, correspondiente al proceso selectivo para el ingreso por el sistema general de acceso libre y de personas con discapacidad, en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, convocado por Resolución de 13 de febrero de 2019, de la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural, por entender que es contrario a derecho y lesivo para los derechos e intereses legítimos de quien lo interpone, provocando una absoluta indefensión en el aspirante, en base a los siguientes HECHOS Y FUNDAMENTOS DE DERECHO:

 
HECHOS
Primero. - Que dentro del plazo legalmente establecido presentó instancia debidamente cumplimentada correspondiente al proceso selectivo para el ingreso por el sistema general de acceso libre y de personas con discapacidad, en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, convocado por Resolución de 13 de febrero de 2019, de la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural.
Segundo. -  Mediante Resolución de 27 de mayo de 2019, de la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural, se aprobó la relación provisional de aspirantes admitidos y excluidos en el mencionado proceso selectivo, publicándose además de los medios establecidos en la Base 5.1 de la Resolución de 13 de febrero de 2019, en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, en los términos que figuran en el anexo I de la mencionada Resolución, figurando como admitido/a.
Tercero. - Por Resolución de 17/07/2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, se aprueba y publica la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo publicándose en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, además de los medios establecidos en la Base 5.1 de la Convocatoria, figurando como admitido/a.
Cuarto.- Resulta paradójico que mediante Resolución de 17/07/2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, se apruebe y publique la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo, después de haberse dictado previamente un listado de admitidos y excluidos provisional con el correspondiente plazo legal otorgado para su subsanación. Cuando en realidad la aprobación definitiva de admitidos no era tal, ya que se encontraba supeditada a un nuevo trámite cualificado (la aportación de un certificado médico de aptitud) no reflejado en el cuerpo principal de las Bases de la Convocatoria sino a través de un Anexo a pesar de su relevancia y transcendencia como era la exclusión en este caso del proceso selectivo, sin que se posibilitara ni tan siquiera un plazo de subsanación a los participantes ya admitidos en el proceso selectivo, con independencia de la causa de exclusión. 

A pesar de que determinadas causas de exclusión expuestas en la Nota informativa, pueden dar lugar a criterios interpretativos en su aplicación por el Tribunal Calificador como consecuencia de la redacción otorgada por el personal facultativo que expide el certificado médico, lo que conlleva en aplicación del principio antiformalista que rige el procedimiento administrativo una absoluta indefensión de los participantes ya admitidos.
Quinto.-  El 8 de agosto de 2019 al parecer se adoptó el acuerdo de adaptación de tiempo y/o medios de realización de las pruebas del proceso selectivo, según se desprende del documento expedido por el Presidente del Tribunal Calificador, dicho acto fue publicado 2 meses después de su adopción (4 de octubre de 2019) y dotado de una singularidad especial, consistente en otorgar la facultad de interponer recurso de alzada ante el Consejero de Hacienda y Administraciones Públicas, a diferencia del resto de actos definitivos y de trámite cualificados del proceso selectivo cuya impugnación procede ante el órgano convocante, es decir, el titular de la Consejería con competencias atribuidas en virtud de la Disposición Adicional Primera de la Ley 7/2001, de 28 de junio, de Selección de Personal y Provisión de Puestos de Trabajo.
SEXTO. – El Tribunal Calificador procede a publicar el 23 y 24 de septiembre de 2019, una relación de aspirantes excluidos y admitidos, respectivamente, en relación a la realización de la primera prueba (aptitud física) cuyo día de comienzo tuvo lugar el 26 de septiembre, sin embargo con fecha 25 de septiembre de 2019, es decir, faltando menos de 24 horas para la realización de la prueba se publica una corrección de errores, fundamentada en el artículo 109 de la Ley 39/2015, sin que se exprese a que tipo de error obedece, omitiéndose en ambas listas y publicaciones, nombres o apellidos de los aspirantes que conformaban los listados, sin que se procediera a su subsanación. 
SÉPTIMO. – Desde las 9:00 horas del día 11 de octubre de 2019, se efectúa una sucesiva publicación de listados correspondientes a las calificaciones obtenidas en la primera prueba del proceso selectivo (pruebas físicas- Anexo II libre) todas ellas expedidas por el presidente del Tribunal Calificador que han ido desapareciendo de la página Web de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha: http://empleopublico.castillalamancha.es, y del tablón de anuncios de la sede electrónica de la administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha (www.jccm.es), en el apartado de publicaciones, sustituyéndose directamente sin ningún tipo de explicación, argumento o motivación por el Tribunal Calificador una vez que habian sido publicadas, con conocimiento y constancia de los aspirantes y tratándose de un acto de tremenda relevancia y trascendencia en un proceso selectivo como es la calificación de una prueba.  

A los anteriores Hechos le corresponden los siguientes:
FUNDAMENTOS DE DERECHO
A) NULIDAD DE PLENO DERECHO: ACTO ADMINISTRATIVO DICTADO POR ÓRGANO MANIFIESTAMENTE INCOMPETENTE POR RAZÓN DE LA MATERIA.

PRIMERO. - El Decreto 56/2019, de 7 de julio, estableció una nueva estructura de la Administración Regional de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha (DOCM núm. 132 de 8 de julio de 2019). Según se dispone en el artículo primero del citado decreto, la Consejería de Desarrollo Sostenible es una de las nuevas Consejerías en las que se estructura la Administración Regional de Castilla-La Mancha, asumiendo parte de las competencias que hasta ese momento tenían atribuidas las Consejerías de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural (actualmente Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural), la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, la Consejería de Sanidad y, por último, la Consejería de Fomento, entre ellas, política medioambiental, forestal, industrial, energética, de recursos mineros, de economía circular, Agenda 2030, consumo y de las telecomunicaciones y la adscripción del Cuerpo de Agentes Medioambientales de la JCCM a la Viceconsejería de Medio Ambiente.
SEGUNDO.- Ulteriormente, de conformidad con el ámbito fijado por el Decreto 56/2019, de 7 de julio y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 16 de julio de 2019, se aprobaron tanto el Decreto 83/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural como el Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Desarrollo Sostenible, ambas disposiciones reglamentarias fueron publicadas y entraron en vigor el mismo día de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha nº 141 de 18 de julio de 2019, a tenor de las Disposiciones Finales de ambos Decretos.
TERCERO.- Una vez aprobados los Decretos por los que se establecen la estructura orgánica y las competencias de las Consejerías de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural y de Desarrollo Sostenible, se emite un acto administrativo de fecha posterior, es decir, de fecha 17 de julio de 2019, por parte de la nueva Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural por el que se aprueba y publica la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo para la cobertura por el sistema general de acceso libre y de personas con discapacidad, en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, publicándose en el DOCM núm. 145 de 23 de julio de 2019, es decir 5 días después de la entrada en vigor de los Decretos 83 y 87 de 16 de julio de 2019, por los que se establecen la estructura orgánica y las competencias de las mencionadas Consejerías y de cuyo articulado se infiere de forma inequívoca la incompetencia manifiesta de la Consejerías de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural para dictarlo.

Es preciso traer a colación que el artículo 39.1 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, establece “Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa”. Sin embargo, en su apartado segundo el citado precepto dispone “La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación superior “.
CUARTO.- El Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Desarrollo Sostenible recoge en su Disposición Transitoria Primera Titulada “Competencias” que “Las competencias que la normativa vigente asigna a las antiguas Consejerías de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural; Consejería de Fomento; Consejería de Sanidad y Consejería de Economía, Empresas y Empleo y a las direcciones provinciales de las mismas, así como las funciones encomendadas a sus titulares, órganos directivos, de apoyo o de asistencia, se entenderán atribuidas a la actual Consejería de Desarrollo Sostenible a su titular y a sus distintos órganos, en el ámbito de las competencias establecidas en este decreto . En idéntico sentido la Disposición Transitoria Primera del Decreto 83/2019, de 16 de julio, en relación a la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural

Además, la Disposición Transitoria Tercera denominada “Tramitación de Procedimientos” complementa la precitada Disposición Transitoria Primera, estableciendo que “Los procedimientos iniciados y no concluidos a la entrada en vigor del presente decreto se resolverán por los órganos previstos en esta norma, que por razón de la materia asuman dichas competencias” es decir por los órganos adscritos a la Consejería de Desarrollo Sostenible y no por órganos pertenecientes a otra Consejería con un ámbito competencial ajeno al Cuerpo de Agentes Medioambientales.
 
QUINTO.- La propia Disposición final primera del Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Desarrollo Sostenible, modifica el artículo 2 del Decreto 17/2000, de 1 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, quedando redactado del siguiente modo:
 “El Cuerpo de Agentes Medioambientales queda adscrito orgánicamente a la Viceconsejería de Medio Ambiente, y funcionalmente a las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Desarrollo Sostenible”.
 
SEXTO. – La convocatoria, aprobación de las bases y gestión de los procesos selectivos para el ingreso en el Cuerpo de Agentes medioambientales y Guardería Forestal, así como de los procedimientos de provisión de los puestos, corresponde a la Consejería de Desarrollo Sostenible en virtud de la Disposición Adicional Primera de la Ley 7/2001, de 28 de junio, de Selección de Personal y Provisión de Puestos de Trabajo pese a estar derogada por el apartado 1.b) de la disposición derogatoria única de la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La Mancha, según el apartado 2.b) de dicha disposición, se mantiene vigente, con rango reglamentario, hasta que entre en vigor la norma de desarrollo de esta ley que regule la materia correspondiente
 

 
 
De la aplicación de los anteriores preceptos, se infiere que la Resolución de 17 de julio de 2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, es un acto administrativo nulo de pleno Derecho por concurrir la causa recogida explícitamente en el artículo 47 apartado 1. b) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: “Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia……”.
A) En primer lugar, resulta incuestionable que la mencionada Resolución ha sido dictada por un órgano administrativo ( la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural) que carecía absolutamente de competencia en virtud de su propio Decreto 83/2019, de 16 de julio, por el que se establece su estructura orgánica y sus competencias, plenamente vigente en el momento de su emisión ya que dicha competencia correspondía de forma indubitada a la Consejería de Desarrollo Sostenible en base al Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece su estructura orgánica y sus  competencias  y en concordancia con la Disposición Transitoria Primera, Tercera y Disposición Final Primera y Segunda del citado Decreto 87/2019.

En este contexto GARCÍA-TREVIJANO, entiende la competencia como el « conjunto de facultades, de poderes, de atribuciones que corresponden a un determinado órgano en relación con los demás ». En  definitiva,  la  competencia  es  una  habilitación  al  órgano  para  que  pueda  actuar válidamente en la esfera jurídica. Dicha definición se puede completar añadiendo que los poderes de un órgano de la Administración le son atribuidos siempre por una norma en función de los fines que el órgano tenga asignados. En consecuencia, la competencia es el presupuesto habilitante, previo y necesario para que un órgano de la Administración Pública pueda actuar válidamente también este carácter previo y habilitante es el  que confiere a la competencia la naturaleza de elemento esencial del acto administrativo, sin el cual, puede llegar a calificarse como nulo de pleno derecho.

En definitiva, la competencia es el primero y fundamental de los requisitos que debe cumplir un acto administrativo, dado que el principio de irrenunciabilidad de la misma exige que ésta se ejerza por los órganos que la tengan atribuida como propia (STS de 4 de noviembre 1985, Ar. 6299)
Así, el artículo 8.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público expone que “La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan atribuida como propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se efectúen en los términos previstos en ésta u otras leyes”.
 
De acuerdo con la jurisprudencia, es necesario además que la incompetencia sea manifiesta, esto es “que se manifieste de modo ostensible, patente, claro e incontrovertido” (Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 2001), en el presente caso el  acto se dicta por un órgano administrativo que invade, de manera ostensible, notoria y clara las atribuciones que corresponden a otro órgano, sin que sea preciso ningún esfuerzo interpretativo o argumental para su detección, siendo ello tan evidente que no es necesaria una especial actividad intelectiva para su comprobación (Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de enero, 12 de noviembre y 15 de diciembre de 1980; 28 de enero de 1981; 18 y 25 de octubre de 1982 ;18 de octubre de 1983; 23 de marzo de 1984; 24 de abril de 1985; 12 de junio de 1985; 20 de febrero de 1990; 30 de octubre y 10 de noviembre de 1992, 14 de noviembre de 200, 23 de noviembre de 2001, 21 de mayo de 2002, 7 de octubre de 2003, entre otras). 

El Tribunal Supremo parte de que sólo la incompetencia material o territorial puede acarrear la nulidad de pleno derecho de un acto administrativo y señala que la expresión “manifiestamente incompetente” significa evidencia y rotundidad; es decir, que de forma clara y notoria el órgano administrativo carezca de toda competencia respecto de una determinada materia (entre otras, Sentencias de 15 de junio de 1981 y de 24 de febrero de 1989), presupuestos que se dan en el acto objeto de impugnación. 

También los Consejos Consultivos han expuesto la doctrina citada. Baste citar, a título de ejemplo, el Dictamen 33/1996, de 29 de octubre de 1996, del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, cuando señala que el calificativo “manifiesta” ha de ser “interpretado según el criterio de ostensibilidad (lo que equivale a clara, incuestionable, evidente, obvia, palmaria, ...) que aplicado en el enjuiciamiento de casos concretos ha dado lugar a diversos pronunciamientos en sentencias reiteradamente citadas tales como: que "la incompetencia" ha de revelarse de manera patente, clarividente, palpable (STS de 28-4-1997 de RJ de Aranzadi 2633), ha de saltar a la vista sin esfuerzo de interpretación ni comprobación (STS de 13-12-1978 RJA 628), que no existe cuando hay que examinar con detenimiento hermenéutico las normas habilitadoras de la potestad (STS 14-5-1979 RJA 1804), que es incompatible con cualquier interpretación o exigencia de esfuerzo dialéctico”. 

Resulta al menos incomprensible que el titular de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural dicte un acto administrativo, cuando formando parte del Consejo de Gobierno y previa deliberación del mismo en su reunión del día 16 de julio de 2019, adoptó el Decreto 83/2019, de 16 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y las competencias de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, emitiendo posteriormente una resolución contraria a dicha norma y atribuyéndose un ámbito competencial que no le correspondía y del que tenía pleno conocimiento y constancia, por el cargo que ostenta y por formar parte en las decisiones que son adoptadas por el Consejo de Gobierno.

B) En segundo lugar, resulta palmario que la Resolución de 17 de julio de 2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, no puede contravenir y vulnerar las disposiciones de una norma reglamentaria con rango de Decreto, atribuyéndose el citado órgano competencias que adolecía ya que se encuentran explícitamente atribuidas a otro órgano como es el caso de la Consejería de Desarrollo Sostenible.

En este sentido el artículo 37.1 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, es categórico al afirmar que “Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la disposición general. y en su apartado segundo “Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47”.
B) OMISIÓN DE UN TRÁMITE ESENCIAL
SÉPTIMO.- El acto del Tribunal Calificador emitido en fecha 20 de septiembre de 2019 por el Presidente del Tribunal Calificador por el que se publica la relación de personas excluidas y las causas motivadoras de su exclusión, omite cualquier posibilidad de subsanación por parte de los aspirantes que han sido objeto de exclusión con independencia de la causa motivadora de la misma, lo que puede originar una absoluta indefensión en aquellos aspirantes que presentando en plazo la documentación requerida en el Anexo 1, apartado 1, letra a) de la Resolución de 13/02/2019 y no han tenido ni tan siquiera posibilidad de subsanación.

Se trata de analizar si todos los defectos en que han incurrido los participantes que se encontraban admitidos, son o no subsanables y en qué términos respecto a la presentación del certificado médico.

A mayor abundamiento entre las causas de exclusión reflejadas en el escrito firmado con fecha 20 de septiembre de 2019 por el Presidente del Tribunal Calificador figura, entre otras, las siguientes:

NV: Certificado no válido por no cumplir con lo dispuesto en el Anexo 1, apartado 1, letra a) de la Resolución de 13/02/ 2019, cuyo contenido literal es el que sigue: 
“En el certificado deberá constar, que el/la opositor/a reúne las condiciones físicas y sanitarias necesarias y suficientes para la realización de las pruebas físicas que figuran especificadas en el anexo II, emitido de acuerdo con la fórmula siguiente: «El/la interesado/a reúne las condiciones precisas para realizar las pruebas físicas indicadas en el primer ejercicio de la fase de oposición de las pruebas selectivas para el ingreso en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. Quienes no aporten el certificado en papel oficial o que lo presenten incumpliendo los plazos anteriormente reseñados, así como que lo aporten sin constancia expresa de la aptitud para la realización de dichas pruebas, no podrán realizar esta primera prueba, quedando excluidos del proceso selectivo, no siendo posible su posterior subsanación.”
 

Por tanto, se entiende que en aquellos casos en que los participantes aportan en plazo al Tribunal Calificador un certificado médico, firmado por un facultativo colegiado en ejercicio, pero que según el criterio del Tribunal no responde a la fórmula especifica del precitado apartado, han sido objeto de exclusión sin posibilidad de subsanación o de forma literal como se especifica en el acto del Tribunal Calificador emitido en fecha 20 de septiembre de 2019 por presentar un certificado “no válido por no cumplir con lo dispuesto en el Anexo 1, apartado 1, letra a) de la Resolución de 13/02/ 2019”, es decir, con una redacción ambigua y generalista que produce una absoluta indefensión en la persona afectada por este motivo de exclusión.
Hay que señalar en descargo de los aspirantes que no siempre les resulta sencillo obtener certificados con el concreto alcance que señalan las bases de la convocatoria, y  pueden no ser formalmente  coincidentes con lo que se les pide.
En realidad no se trata de presentar una documentación fuera de plazo, ya que el certificado médico presentado ya consta en el expediente. Por el contrario, se trata, simplemente, de superar la deficiencia meramente formal en la redacción de un concreto documento justificativo presentado» (STS. Sala 3ª, Sección 7ª, de 20 de mayo de 2011, rec. 3481/2009, y las que en ella se citan), es decir, se trata de completar la justificación que adolece de algún defecto o está incompleta (STS de 14 de diciembre de 2009, rec. 3661/2006)».  
- En este sentido la STS Sala 3ª, Sección 7ª, de 4 de Febrero de 2003, rec.3437/2001, dispone:
“QUINTO. …Es de destacar ya el criterio que la sentencia de 7 Jul. 1997 de la Sala Tercera, Sección Sexta, fijó en interpretación del artículo 71 cuando reconoció que la omisión de datos y errores exige que el órgano administrativo competente se lo haga saber al interesado, señalando dichos errores u omisiones y concediéndole un plazo de diez días para subsanación con la advertencia de que si no lo hiciere, se procederá al archivo del expediente….. 

 SEXTO. En consecuencia, resulta aplicable en la cuestión examinada el artículo 71 de la Ley 30/92, como antes exigía el antiguo artículo 71 de la Ley de Procedimiento Administrativo en la redacción de 1958, pues se impone en ambos preceptos el deber de la Administración de requerir al interesado para que se subsanen las deficiencias cuando se aprecie que el mismo no cumple los requisitos que exige el ordenamiento en vigor y como señala en este punto el Ministerio Fiscal, la redacción del apartado segundo del artículo 71 excluye los procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva para la ampliación prudencial hasta cinco días del plazo cuando la aportación presente dificultades especiales, luego si se prohíbe dicha ampliación, es claro que el precepto autoriza la concesión del plazo de los diez días cuando se trate de un procedimiento selectivo de concurrencia competitiva, como es el caso planteado.”
La sentencia no deja lugar a la duda respecto a la procedencia de la subsanación, e igualmente aclara una cuestión que generaba interpretaciones discrepantes, relativa a la interpretación del artículo 71.2. Ley 30/1992 (artículo 68.2 de la ley 39/2015, de 1 de noviembre), ya que en ocasiones -no pocas- se entendía que el mencionado precepto negaba tal posibilidad a los procedimientos competitivos, cuando en realidad lo único que prohibía era la ampliación del plazo inicial de diez días, ergo el plazo de subsanación inicial era plenamente conforme a derecho al carecer de sentido negar la posibilidad de ampliar algo que no existe.

- Destacable igualmente la Sentencia TS 20 de mayo de 2011, rec. 3481/2009, en la que se señala:
“En línea con la jurisprudencia referida puede considerarse que la idea de iniciación que emplea el artículo 70, no es incompatible con un concepto de la misma según el cual el «impreso de autobaremación» puede estimarse como iniciación de una fase del concurso, respecto a la que no hay razón para que el artículo 71 de la Ley 30/1992 no sea aplicable. La jurisprudencia referida, que aquí seguimos, permite sostener que el artículo 71 de la Ley 30/1992  debe aplicarse a cada una de las fases de estos procedimientos. Ello sentado, y habida cuenta de que en este caso no estamos ante un supuesto de presentación extemporánea de unos méritos, sino ante su defectuosa acreditación, pues la actora adujo esos méritos cuando solicitó ser admitida al concurso-oposición, y los justificó mediante los certificados correspondientes, aunque no constaba la homologación del curso, se da el presupuesto suficiente para que, conforme al citado artículo 71 , se le hubiere requerido para que aportara el documento exigido por las bases: la homologación del curso. Es preciso insistir en que no se trata de autorizar la presentación de nuevos méritos fuera de plazo, ya que los discutidos constaban todos en el expediente. Por el contrario, se trata, simplemente, de superar la deficiencia meramente formal del concreto documento justificativo presentado.
Hemos de decir, por lo demás, que esta solución es acorde con la que hemos mantenido en supuestos similares al presente [sentencias de 28 de septiembre de 2010 (casación 1756/2007), 31 de diciembre y 4 de mayo de 2009 (casación 1842/2007 y 5279/2005 respectivamente), además de la de 4 de febrero de 2003 (casación en interés de la Ley 3437/2001)].”
Se ratifica la aplicación del artículo 71 a todas las fases del procedimiento selectivo, y se destaca como una de las claves de la cuestión el hecho de que tratamos de la  subsanación de lo incorrectamente presentado. Es decir, la subsanación permite enmendar el error padecido en la presentación de un determinado documento que se adjuntó dentro de plazo hábil.

- En relación a cuando las bases exigen una certificación o documentación que ha de tener un contenido mínimo y la certificación o documentación aportada no se corresponde con lo regulado,  destacar la STS 16 mayo de 2012:  

«Delimitado así el debate que es objeto del presente recurso de casación, debe adelantarse que el mismo debe ser estimado ya que, en el presente caso, no nos encontramos ante un supuesto de presentación extemporánea del mérito alegado, tal y como acertadamente sostiene la parte recurrente, sino de un simple problema de defectuosa acreditación del mérito invocado en plazo al no constar en la certificación presentada determinados extremos relativos a la duración de la experiencia docente como maestra que se pretendió hacer valer por la recurrente, debiendo, conforme a la doctrina jurisprudencial que viene sosteniendo esta Sala en asuntos análogos, haberse dado la posibilidad de subsanación de tal defecto a la recurrente.

Como decíamos en nuestra sentencia de 24 de enero de 2011  (recurso de casación nº 344/2008 ). (…) En efecto, no sólo en la sentencia de 4 de febrero de 2003 dictada en el recurso de casación en interés de la ley 3437/2001 nos hemos ocupado de la cuestión de la subsanación en los procedimientos selectivos. También lo hemos hecho con posterioridad en otros supuestos que no se referían a los requisitos de participación sino también a la justificación de los méritos ante la negativa de la Administración a aceptar documentos que juzgaba no ajustados a las bases de la convocatoria: entre otras en las sentencias de 11 de octubre de 2010 (casación 4236/2009 ), 30 de diciembre de 2009 (casación 1842/2007 ), 10 de junio de 2006 (casación 3244/2006 ), 16 de abril de 2008 (casación 5382/2003 ), 14 de septiembre de 2004 (casación 2400/1999 ). En estos casos, hemos tutelado las pretensiones de los participantes en distintos procesos selectivos para el ingreso a la función pública de que fueran tenidos en cuenta los méritos que alegaban siempre que hubieran sido aducidos y justificados documentalmente en el momento establecido aunque esa justificación hubiera debido ser aclarada o subsanada ulteriormente. Es decir, en supuestos semejantes a este. En todos ellos hemos considerado excesivo y, por tanto, no acorde con el principio de proporcionalidad, privar de la valoración de un mérito a quien había acreditado en tiempo los aspectos sustantivos del mismo aunque no hubiera satisfecho alguno de los meramente formales…”

… Si el tribunal calificador entendió que los certificados aportados por la recurrente no se ajustaban a lo exigido en las bases por cuanto, conforme a ellas, resultaba preciso especificar en los mismos las fechas exactas de comienzo y terminación de las funciones prestadas y que, pese a que en todos ellos se empleaba la preposición «durante», existían dudas razonables sobre la duración real de los servicios como maestra de Educación Infantil de la recurrente, no entendiendo que de su literalidad cabía inferir la idea de que tales funciones docentes se habían prestado de manera continuada e ininterrumpida en los distintos cursos escolares a los que se hacía referencia, se debió haber solicitado la subsanación correspondiente o haber aceptado la documentación adjuntada junto con el escrito interponiendo el recurso de alzada puesto que la propia Administración reconoce en la nota aclaratoria suscrita por la Jefa de Servicio de Gestión del Profesorado de Educación Infantil, Primaria y Especial (folios 51 y 52 del expediente), que en dichos documentos sí constan los datos referidos a la fecha de comienzo y continuidad”…
- Finalmente, la sentencia 379/2016  de la Sala Tercera del Tribunal Supremo (recurso de casación núm. 4202/2014) expresa “Una reiterada jurisprudencia de esta Sala por todas sentencias 27 de mayo de 2010, recurso 1719/2007 y sentencia de 4 de noviembre de 2015, recurso 1492/2014, en relación con el artículo 71 de la Ley 30/92 establece que:

a) La tesis de la plena subsanabilidad de los defectos en una oposición o concurso ha sido reconocida en la sentencia del Tribunal Supremo de 6 de noviembre de 1990 con cita de los derogados artículos 54 y 71 de la Ley de Procedimiento Administrativo, al considerar que era subsanable la omisión, lo que no comporta la infracción de la doctrina jurisprudencial en orden al carácter vinculante de las bases del concurso a las que también se refiere la sentencia impugnada.

b) La subsanación del defecto relativo a la no presentación de documento acreditativo se admite sin problemas en las sentencias de 18 de octubre de 1976, 13 de julio de 1987, 8 de noviembre de 1988, 12 de abril de 1989 y 26 de mayo de 1989, siendo destacable la sentencia de 16 de mayo de 1983 que hace plena aplicación del artículo 71, en la redacción de 17 de julio de 1958, admitiendo la posibilidad de que la Administración requiera a los firmantes para que en plazo de diez días subsanen la falta que ha sido observada e igual sucede en la posterior sentencia de 28 de junio de 1985, al considerar que es acertada la decisión de la sentencia apelada cuando declara que no se puede atender a un criterio riguroso formalista que es contrario a la voluntad real perseguida por el legislador.

c) La Sentencia de esta Sala y Sección de 4 de febrero de 2003, recaída en el recurso de casación en interés de la Ley número 3437/01, partiendo de la doctrina que acaba de expresarse, destaca el criterio que ya la Sentencia de 7 de julio de 1997 de la Sala Tercera, Sección Sexta, fijó en interpretación del artículo 71 de la Ley 30/92 cuando reconoció que la omisión de datos y errores exige que el órgano administrativo competente se lo haga saber al interesado, señalando dichos errores u omisiones y concediéndole un plazo de diez días para subsanación con la advertencia de que si no lo hiciere, se procederá al archivo del expediente.

Y en todo caso, en dicha sentencia se hace una expresa referencia a la antigua Sentencia de la Sala Cuarta de 16 de marzo de 1988, en el sentido de que la Administración no puede arbitrariamente exigir cualquier documentación sino aquélla que sea imprescindible para fijar los datos en base a los cuales ha de dictarse la resolución y esos datos han de ser ignorados por la Administración, ya que si ésta los conoce por haber presentado el interesado los documentos que se le piden, no tiene alcance la indicada consideración, habiéndose de tratar de datos suficientes para resolver y para dictar la correspondiente resolución.
La jurisprudencia ha precisado que basta, para declarar la nulidad, con que se omita alguno de los trámites esenciales del procedimiento o todos ellos (TS 21-5-97, EDJ 4339) y que la omisión procedimental ocasionada debe ser no solo manifiesta, es decir palpable y a todas luces evidente e inequívoca, sino también total y absoluta, esto es, que denote inobservancia de las normas que puedan afectar en su conjunto a la sustanciación del procedimiento, de modo global (TS 23-1-13, EDJ 4644; 25-5-09, EDJ 112183). Es evidente que imposibilidad de subsanar a un aspirante que ha presentado la documentación en plazo y que acarrea como consecuencia su exclusión de un procedimiento selectivo impidiendo la participación en el mismo debe tener la consideración de tramite esencial del mismo, si, tras subsanarlo, es razonable sostener que el acto administrativo que se hubiese dictado habría sido sustancialmente distinto al producido. A efectos de su valoración, resulta necesario tener en cuenta, en cada caso, las consecuencias producidas por tal conculcación a la parte interesada, la falta de defensa que realmente haya originado y lo que hubiera podido variar el acto administrativo originario en caso de haberse observado el trámite omitido. La omisión de este trámite produce, por ello, la declaración de nulidad del acto adoptado en un procedimiento administrativo sin respeto al trámite por ocasionar indefensión al administrado y violación de sus derechos fundamentales

La ausencia del procedimiento legalmente establecido, al inobservarse un trámite esencial que genera indefensión material, ha de calificarse como ausencia plena y absoluta del procedimiento legalmente establecido. Puede asimilarse a la ausencia plena de procedimiento y por ello es causa de nulidad (TS 14-12-10, EDJ 269711).
En este sentido, el criterio que preside esta materia es el indicado por doctrina reiterada del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 2010 (casación 1719/2007 ) en la que «sin negar el carácter vinculante que poseen las bases de cualquier convocatoria, debe reiterarse que su interpretación y aplicación debe hacerse siempre en el sentido más favorable a la mayor efectividad del artículo 23.2 CE y, en consecuencia, deberá ser rechazada cualquier aplicación de las mismas que conduzca a un resultado que no sea compatible con el derecho reconocido en el precepto constitucional que acaba de mencionarse. Y esta clase de resultado será de apreciar cuando la estricta aplicación de unas bases dificulten el acceso a la función pública en virtud de criterios carentes de racionalidad, con una desproporción manifiesta o derivados de hechos que no sean imputables al aspirante que sufriría la exclusión .

En relación con lo que antecede, conviene subrayar que ciertamente los participantes en procesos selectivos están obligados a cumplir con las bases de la convocatoria y recae sobre ellos la carga de aportar la documentación en los términos que establezcan dichas bases, ya que así resulta conveniente para que el funcionamiento de esos procesos sea igual para todos los participantes y se desarrolle con la normal regularidad que exige el principio constitucional de eficacia administrativa (artículo 103 CE ).

Pero debe destacarse también que esos criterios de racionalidad y proporcionalidad, que antes se han apuntado, no permiten valorar como incumplimiento de las repetidas bases aquellos comportamientos de los aspirantes que no respondan a una resistencia a observarlas, sino a una razonable duda sobre su significado o alcance. Cuando esto último suceda lo procedente será permitir subsanar el error inicial en que se pueda haber ocurrido.

Idéntica referencia a criterios de racionalidad y proporcionalidad sirve a la Sentencia de 20 de Mayo de 2011 (rec.712/2009) para aplicar el art.71 de la Ley 30/1992. En la misma línea, y con carácter general se pronuncia la Sentencia del Tribunal Supremo de14 de Julio del 2011 (rec. 5475/2009):“que admite la aplicación del trámite de subsanación de defectos a los procedimientos selectivos, no solo respecto de las omisiones en la solicitud inicial, sino en ulteriores fases del procedimiento, en concreto, tal y como se reconoció en sentencia de fecha 30 de diciembre de 2009 (rec. 1842/2007 ), en su fase de concurso y en relación con la acreditación de los méritos alegados en él, máxime en un supuesto como el presente, en el que se evidenció que las bases no fueron todo lo precisas y claras que deberían.”

En definitiva, lo que resulta indiscutible es que el Tribunal Calificador no concedió a los participantes que habían presentado el certificado médico dentro del plazo concedido, contraviniendo lo dispuesto por la ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común y la jurisprudencia consolidada dictada al efecto.
C) El ANEXO 1, APARTADO 1. 1, LETRA A) DE LA RESOLUCIÓN DE 13/02/2019 CORRESPONDIENTE A LAS BASES DE LA CONVOCATORIA
La deficiente y desafortunada redacción del Anexo 1, apartado 1. 1, letra a) de la Resolución de 13/02/2019 correspondiente a las Bases de la Convocatoria al señalar que “Con carácter previo a su realización, cada aspirante deberá aportar al Tribunal calificador un certificado médico extendido en un impreso oficial y firmado por un colegiado en ejercicio. Deberá dirigirlo a la Escuela de Administración Regional (Avda. de Portugal nº11,45071, Toledo)….., sin efectuar la más mínima mención en cuanto a la forma y al modo de su presentación, cuando en la Base 3 y 6  de la Convocatoria, se concreta, explica y desarrolla la presentación de solicitudes, escritos de subsanación y aportación de documentación (para solicitudes, reclamaciones listas provisionales de admitidos y excluidos y la consiguiente presentación de documentación….), especificándose mediante registro telemático o registro presencial, unido al precedente administrativo derivado de todas las convocatorias correspondientes a anteriores procesos selectivos en que se permitía incluso su presentación el mismo día de la realización de las pruebas físicas como sucede en el restos de cuerpos asimilables al Cuerpo de Agentes Medioambientales y no 2 meses antes como ahora acontece y que difícilmente pueden certificar que realmente concurre la aptitud física y médica del participante el mismo día de la prueba.

Certificación médica exigible inclusive a los funcionarios interinos participantes en el proceso selectivo cuando la Administración dispone de los rigurosos certificados médicos de aptitud  física y sanitaria emitidos por el Servicio de Prevención de Riesgos Laborales para el desarrollo de su ámbito funcional y plenamente vigentes hasta la campaña 2020.

Además, de la inadecuada redacción otorgada a la fórmula que ha de reflejarse con carácter preceptivo en el certificado médico oficial que ha generado la negativa de facultativos para su expedición cuyo el texto es el siguiente <<El/la interesado/a reúne las condiciones precisas para realizar las pruebas físicas indicadas en el primer ejercicio de la fase de oposición de las pruebas selectivas para el ingreso en el Cuerpo de Agentes Medioambientales de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha>>, ha originado la oposición de los facultativos para su expedición al no corresponder a los médicos de familia la emisión de certificados que les sean solicitados sobre la aptitud para un puesto de trabajo, es decir la realización de certificados de capacitación física ya que esta función no está incluida en la cartera de servicios. Además, existe otra especialidad oficial capacitada especialmente para realizar la evaluación de las condiciones psico-físicas del trabajador antes de su incorporación a un puesto de trabajo (art. 10 del Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, y Orden SCO/1526/2005, de 5 de mayo) optando por abstenerse de expedir un certificado al no disponer de pruebas o datos que le permitan afirmar los hechos que tienen que ser certificados, o al carecer de la competencia específica, basándose en que no se deben emitir certificados médicos de complacencia (art. 20.3 del Código Deontológico, y Declaración de la Comisión Central de Deontología aprobada por el Pleno del Consejo General el 26 de enero de 2007). En definitiva, los Médicos de Familia solo están obligados por ley a hacer Certificados de Salud (informe con las enfermedades que una persona tiene o no tiene), que no tiene nada que ver con un Certificado Medico de Capacitación Física que es lo exigible por el mencionado Anexo.

Toda estas actuaciones del Tribunal Calificador como la ambigua y deficiente redacción de determinadas Base de Convocatoria en relación a la presentación del certificado medico con respecto a su forma de presentación “cada aspirante aportará al Tribunal Calificador un certificado médico” “el certificado deberá estar vigente en el momento de la realización de la prueba” ha desencadenado en un resultado que cuantitativamente es demostrativo que del total de admitidos (aproximadamente 800 mas del 50% es decir 405 son excluidos).
D) IRREGULARIDADES CONTINUAS EN LA TRAMITACIÓN DEL PROCESO SELECTIVO
Partiendo de una premisa básica, resulta evidente que este proceso no puede ser tomado como ejemplo para futuras convocatorias, teniendo en consideración el amplio repertorio de anomalías cometidas en su tramitación hasta la fecha, algunas caracterizadas por su especial gravedad entre las que cabe destacar: 
PRIMERO.- En sesión de 8 de agosto de 2019 al parecer se adoptó el acuerdo de adaptación de tiempo y/o medios de realización de las pruebas del proceso selectivo, según se desprende del documento expedido por el Presidente del Tribunal Calificador, dicho acto fue publicado 2 meses después de su adopción (4 de octubre de 2019) y dotado con una singularidad especial consistente en otorgar la facultad de interponer recurso de alzada contra el mismo ante el Consejero de Hacienda y Administraciones Públicas, sin que ni en la Bases de la Convocatoria (3.5) se refleje dicho cauce procedimental, asignando dicha competencia al mencionado órgano y cuando el resto de actos del proceso selectivo susceptibles de impugnación administrativa, el órgano que se encuentra dotado de competencia para su resolución como se establece en la Disposición Adicional Primera de la Ley 7/2001, de 28 de junio, de Selección de Personal y Provisión de Puestos de Trabajo (disposición que se encuentra vigente, con rango reglamentario, hasta que entre en vigor la norma de desarrollo de dicha ley), corresponde a la Consejería de Desarrollo Sostenible, en virtud del Decreto 87/2019, de 16 de julio, por el que se establece su estructura orgánica y competencias.

En este contexto, el artículo 15.5.  del Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, dispone “Las convocatorias o sus bases, una vez publicadas, solamente podrán ser modificadas con sujeción estricta a las normas de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común” ( actualmente ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común).

Especificando en su artículo 14.2 “Contra las resoluciones y actos de los órganos de selección y sus actos de trámite que impidan continuar el procedimiento o produzcan indefensión podrá interponerse recurso ordinario ante la autoridad que haya nombrado a su presidente”.

SEGUNDO.- El acto del Tribunal Calificador emitido en fecha 20 de septiembre de 2019 por su Presidente por el que se publica la relación de personas excluidas y las causas motivadoras de su exclusión en relación a la aportación del certificado médico, adolece en su Anexo II de la identificación de determinados aspirantes, sin que por parte del Tribunal Calificador se haya procedido a su rectificación o subsanación, siendo claros ejemplos de los listados publicados los que a continuación se especifican:

 
***6431***   BALLESTEROS-------------DAVID

***1887*** BLASCO---------------------SERGIO

***0462*** BURCEA--------------------DANIEL COSMIN
***5840*** CABALLERO----------------JUAN JOSE

***4017*** GARCIA---------------------JOSE LUIS

***1799*** MALDONADO--------ANTONIO

***8535*** MALDONADO-----------------JULIAN
***9388*** OSSOLA----------------DARIO NORBERTO

***2605*** PALOMO-------------MARINA

***1593*** ROBLES----------------FRANCISCO RAMÓN

E igualmente sucede en la relación de admitidos:
***4515*** DONTEA----------------DANIEL

***8231*** MONGE-------------NATALIA

***6825*** PASCU----------------CIPRIAN

 
TERCERO. – El Tribunal Calificador en fecha 24 de septiembre de 2019 procede mediante Nota informativa a una “corrección de errores” al amparo del articulo 109.2 de la ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sustituyendo el Anexo II anteriormente publicado referente a “relación de Personas excluidas sistema de acceso libre”. 

Con fecha, igualmente, de 24 de septiembre de 2019, el Tribunal Calificador procede mediante Nota informativa a una “corrección de errores” al amparo del articulo 109.2 de la ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sustituyendo el Anexo II anteriormente publicado referente a “relación de Personas admitidas sistema de acceso libre”, publicándose ambas correcciones en un plazo inferior a las 24 horas del inicio del proceso selectivo.

En ambas Notas informativas el Tribunal Calificador no motiva a que obedece la rectificación de los Anexos correspondientes a personas admitidas y excluidas, simplemente hace mención al artículo 109.2 de la ley 39/2015, de 1 de noviembre, cuando alude literalmente en el texto al estudio de las alegaciones efectuadas, cuando en principio solo cabía interponer recurso de alzada contra el acto previamente dictado a la rectificación de 24 de septiembre de 2019, persistiendo en esta nueva publicación los errores de identificación expuestos en el anterior apartado y especialmente que desde la primera publicación efectuada el 23 de septiembre de 2019 a la segunda publicación el 25 de septiembre transcurren 2 días sin que en el acto de corrección se exponga el correspondiente pie de recurso que si se reflejaba en el acto corregido y especialmente la concesión de un nuevo plazo de impugnación a los efectos de no generar una indefensión en todos los interesados afectados.
CUARTA.- Con fecha  11 de octubre de 2019 (9:00 horas), se efectúa la publicación de las calificaciones obtenidas en la primera prueba del proceso selectivo (pruebas físicas- Anexo II libre) expedida por el presidente del Tribunal Calificador en fecha 10 de octubre de 2019, en el que consta una relación de 109 aspirantes aprobados con la calificación de <<Apto>>  y la posibilidad de interponer recurso de alzada contra el citado acto ante el titular de la Consejería de Desarrollo Sostenible. 

Posteriormente, la citada publicación desaparece de la página Web de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha: http://empleopublico.castillalamancha.es, y del tablón de anuncios de la sede electrónica de la administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha (www.jccm.es), en el apartado de publicaciones, sustituyéndose directamente sin ningún tipo de aclaración por el Tribunal Calificador, la relación publicada de 109 aspirantes.

aprobados con la calificación de<< Apto>> por un nuevo listado que ahora comprende a 205 opositores con la calificación de <<Apto>>. 

Finalmente, se emite una nota informativa de corrección de errores cuando en realidad ya la anterior exposición debería tener la consideración en todo caso de corrección de errores en la que se pasa de un total de 205 opositores con la calificación de <<Apto>> por un nuevo listado que comprende a 248 opositores con la calificación de<< Apto>> simplemente haciendo mención al artículo 109.2 de la ley 39/2015, de 1 de noviembre.

Respecto a lo expuesto en los apartados tercero y cuarto, es preciso señalar que la potestad administrativa de rectificación, es una verdadera excepción al principio general de que la Administración no puede ir contra sus propios actos, siendo el fin de la potestad de rectificación del acto administrativo intermediar un procedimiento con el que evitar que simples errores materiales y patentes, bien pervivan y produzcan efectos desorbitados, o bien precisen para ser eliminados de un pesado procedimiento de revisión.

Las publicaciones efectuadas adolecen al menos especificar de que tipo de error se trata, a los efectos de que los interesados puedan determinar si se trata de un caso de rectificación o de revisión, con lo que el uso de la vía de la rectificación debe ser siempre cuidadoso. En ese sentido, la vía de la rectificación únicamente debe ser utilizada cuando, primero, no haya duda que se ha producido en el acto administrativo un mero error material, de hecho o aritmético; y, segundo, cuando el error se deduzca del propio acto administrativo, es decir, sin necesidad de interpretaciones adicionales.

La jurisprudencia constante sobre la interpretación restrictiva que precisa el ejercicio de la potestad de las Administraciones públicas de rectificación de errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos, que es una potestad prevista ahora en el artículo 109.2 de la Ley 39/2015, ha sido recogida en numerosos pronunciamientos del Tribunal Supremo y dicho precepto ha sido interpretado de manera restrictiva, exigiéndose para su aplicación el cumplimiento de una serie de requisitos que, se desconocen si se dan en los actos que examinamos. Según explica la sentencia de 18 de junio de 2001 (casación 2947/1993 )- con cita de sentencias de 18 de mayo de 1967 , 15 de octubre de 1984 , 31 de octubre de 1984 , 16 de noviembre de 1984 , 30 de mayo de 1985 , 18 de septiembre de 1985 , 31 de enero de 1989 , 13 de marzo de 1989 , 29 de marzo de 1989 , 9 de octubre de 1989 , 26 de octubre de 1989 , 20 de diciembre de 1989 , 27 de febrero de 1990 , 23 de diciembre de 1991 , 16 de noviembre de 1998 - para que sea posible esa rectificación de errores. "... es menester considerar que el error material o de hecho se caracteriza por ser, ostensible, manifiesto, indiscutible y evidente por sí mismo, sin necesidad de mayores razonamientos, y por exteriorizarse prima facie por su sola contemplación (frente al carácter de calificación jurídica, seguida de una declaración basada en ella, que ostenta el error de derecho), por lo que, para poder aplicar el mecanismo procedimental de rectificación de errores materiales o de hecho, se requiere que concurran, en esencia, las siguientes circunstancias: »1) Que se trate de simples equivocaciones elementales de nombres, fechas, operaciones, aritméticas o transcripciones de documentos; »2) Que el error se aprecie teniendo que cuenta exclusivamente los datos del expediente administrativo en el que se advierte; »3) Que el error sea patente y claro, sin necesidad de acudir a interpretaciones de normas jurídicas aplicables; »4) Que no se proceda de oficio a la revisión de actos administrativos firmes y consentidos; »5) Que no se produzca una alteración fundamental en el sentido del acto (pues no existe error material cuando su apreciación implique un juicio valorativo o exija una operación de calificación jurídica); »6) Que no padezca la subsistencia del acto administrativo, es decir, que no genere la anulación o revocación del mismo, en cuanto creador de derechos subjetivos, produciéndose uno nuevo sobres bases diferentes y sin las debidas garantías para el afectado, pues el acto administrativo rectificador ha de mostrar idéntico contenido dispositivo, sustantivo y resolutorio que el acto rectificado, sin que pueda la Administración, so pretexto de su potestad rectificatoria de oficio, encubrir una auténtica revisión; y »7) Que se aplique con un hondo criterio restrictivo". 

Así, la sentencia de la Sección Quinta de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 27 de Febrero del 2013 lo reitera de nuevo al señalar lo siguiente: »"1. El artículo 105.2 de la LRJPA habilita a las Administraciones para "[...] rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos", lo que implica que el primer paso para determinar su aplicación es la existencia del presupuesto de hecho previsto en la norma: la existencia del error que, además, debe cumplir las requisitos de ser material, de hecho o aritmético [.....].

Por lo expuesto SOLICITO: que teniendo por presentado este escrito y por hechas las manifestaciones que contiene, se sirva admitirlo, y en su virtud y en razón a las circunstancias que concurren en el presente supuesto y en base a las mismas, DECLARE:

A) La nulidad de la Resolución de 17 de julio de 2019, de la Consejería de Agricultura, Agua y Desarrollo Rural, por la que se aprueba y publica la relación definitiva de personas admitidas y excluidas, y la fecha, hora y lugar para la realización de la primera prueba del proceso selectivo. 

B) La nulidad del acto del Tribunal Calificador emitido en fecha 20 de septiembre de 2019 por el Presidente del Tribunal Calificador, por el que se publica la relación de personas excluidas y las causas motivadoras de su exclusión.

C) La anulabilidad por infracción del ordenamiento jurídico del acuerdo del Tribunal Calificador de 8 de agosto de 2019 de adaptación de tiempo y/o medios de realización de las pruebas del proceso selectivo.

D) La anulabilidad por infracción del ordenamiento jurídico de la nota informativa de corrección de errores de 10 de octubre de 2019 publicada el 11 de octubre de 2019 relativa a las calificaciones obtenidas en la primera prueba del proceso selectivo (pruebas físicas- Anexo II libre) expedida por el presidente del Tribunal Calificador.

E) Se proceda a dictar por el órgano correspondiente la resolución por la que se me incluya en la lista de admitidos, retrotrayendo el procedimiento al momento anterior a la realización de la primera prueba, permitiendo al recurrente aportar la documentación necesaria para participar en la prueba, y subsidiariamente a lo anterior se me permita realizar todas las pruebas garantizando la igualdad de oportunidades.  
Tenga por presentado este escrito OTROSÍ DIGO que, al basarse la presente impugnación en causas de nulidad de pleno derecho previstas en el art. 47.1  de la ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y pudiendo causar la ejecución perjuicios de imposible o difícil reparación, y las numerosas situaciones jurídicas de difícil irreversibilidad que acarreará, se SOLICITA en virtud del artículo 117 de la de la ley 39/2015, de 1 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común,  la inmediata suspensión de la ejecutividad del acto administrativo recurrido.

 

 
 

 

                              En__________a______de__________de 2019

 

 

                             Fdo;_________________________________

 
